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Los fundamentos jurídicos de la autonomía personal y del derecho a su promoción son 

diversos y variados, y traen su causa, principalmente, de las disposiciones, internacionales, 

comunitarias  y nacionales,  que concretan jurídicamente el nuevo enfoque que sobre la 

discapacidad se ha operado en los últimos años. Esta nueva visión forma parte del modelo 

social de la discapacidad imperante hoy y de la proclamación de la centralidad de la 

persona con discapacidad y de los derechos  que le son inherentes. La discapacidad 

entendida como una cuestión de puros y simples derechos humanos.  

Para una aproximación ordenada a estos fundamentos, podemos distinguir entre genéricos y 

concretos. 

 

Genéricos 

En primer término hay que invocar la Convención Internacional sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad, adoptada por la Organización de Naciones Unidas (ONU) el 13 

de diciembre de 2006, firmada y ratificada por España, por lo que forma parte de nuestro 

ordenamiento jurídico como Derecho positivo.   

 

Este trascendental texto internacional, se refiere a la autonomía personal en varias partes de 

su articulado. Así en el artículo 3, en el que se enuncian los principios generales de la 

convención, se dispone: “a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, 

incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas”.  

Por su parte, el artículo 19 concreta el derecho a vivir de forma independiente y a ser 

incluido en la comunidad. El texto de la ONU dice: “Los Estados Partes en la presente 

Convención reconocen el derecho en igualdad de condiciones de todas las personas con 

discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán 

medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho por las personas 

con discapacidad y su plena inclusión y participación en la comunidad”. Y añade que los 

Estados asegurarán que “las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su 

lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y 

no se vean obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida específico”. Y continúa: “Las 

personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios de asistencia 

domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia 
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personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad y para 

evitar su aislamiento o separación de ésta.” 

En el plano europeo, hay que referirse a la Carta de los Derechos Fundamentales de la 

Unión Europea que en su artículo 26, dedicado a la integración de las personas con 

discapacidad, dispone: “La Unión reconoce y respeta el derecho de las personas 

discapacitadas a beneficiarse de medidas que garanticen su autonomía, su integración social 

y profesional y su participación en la vida de la comunidad”.  

Ya en la esfera nacional española, es preciso mencionar, entre los fundamentos normativos 

genéricos, la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad. Esta norma 

troncal del marco normativo español asume, en su artículo 2, entre sus principios 

inspiradores, los de vida independiente, normalización, accesibilidad universal, diseño para 

todos, diálogo civil y transversalidad de las políticas en materia de discapacidad. El de vida 

independiente, íntimamente conectado con el de autonomía personal, queda definido así: 

“la situación en la que la persona con discapacidad ejerce el poder de decisión sobre su 

propia existencia y participa activamente en la vida de su comunidad, conforme al derecho 

al libre desarrollo de la personalidad”. 

 

Concretos 

Los fundamentos concretos del servicio hay que buscarlos forzosamente en la Ley 39/2006, 

de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 

situación de dependencia, que constituye la regulación sustantiva de esta materia en el 

ordenamiento jurídico español.  

 

Aparte de las menciones en el propio título y en la exposición de motivos del texto legal, 

que enmarcan orientativa e interpretativamente el articulado de la Ley, conviene citar las 

referencias expresas. Así, en el artículo 2, dedicado a las definiciones, se dice que se 

entiende por autonomía “la capacidad de controlar, afrontar y tomar, por propia iniciativa, 

decisiones personales acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias 

propias así como de desarrollar las actividades básicas de la vida diaria”. Este mismo 

artículo define, a efectos de la propia Ley, las “necesidades de apoyo para la autonomía 
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personal”, que son descritas como: “las que requieren las personas que tienen discapacidad 

intelectual o mental para hacer efectivo un grado satisfactorio de autonomía personal en el 

seno de la comunidad”. 

Además de en las definiciones, la Ley recoge como principio inspirador de la misma, en su 

artículo 3, letra h): “la promoción de las condiciones precisas para que las personas en 

situación de dependencia puedan llevar una vida con el mayor grado de autonomía 

posible”. 

Queda pues consagrada la autonomía personal en la parte general de la nueva Ley, que más 

adelante es objeto de mayores precisiones. Así, el artículo 13 establece los objetivos de las 

prestaciones de dependencia. Según el texto legal, estos pasan por “la consecución de una 

mejor calidad de vida y autonomía personal, en un marco de efectiva igualdad de 

oportunidades”. Todo ello, de acuerdo con los siguientes objetivos: “a) Facilitar una 

existencia autónoma en su medio habitual, todo el tiempo que desee y sea posible” y “b) 

Proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social, 

facilitando su incorporación activa en la vida de la comunidad”. 

En el artículo 14, dedicado a establecer genéricamente las prestaciones de atención a la 

dependencia, se dice: “Las prestaciones de atención a la dependencia podrán tener la 

naturaleza de servicios y de prestaciones económicas e irán destinadas, por una parte, a la 

promoción de la autonomía personal y, por otra, a atender las necesidades de las personas 

con dificultades para la realización de las actividades básicas de la vida diaria”.  

 

Los Servicios de Promoción de la Autonomía Personal1 

En el artículo 15, en el que se regula el catálogo de servicios, se recoge: “El Catálogo de 

servicios comprende los servicios sociales de promoción de la autonomía personal y de 

atención a la dependencia, en los términos que se especifican en este capítulo.” Y señala 

                                            
1 Desde el tejido asociativo de la discapacidad, se ha configurado un modelo de servicio de 

promoción de la autonomía personal, que puede consultarse en Propuesta de Modelo de 

Servicio de Promoción de la Autonomía Personal. Documento del CERMI Estatal, 

Ediciones Cinca-CERMI, Madrid, 2008. 
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como primeros “Los servicios de prevención de las situaciones de dependencia y los de 

promoción de la autonomía personal”. 

Llama la atención y es índice de una anomalía legislativa, la ausencia de definición legal de 

estos servicios en el propio articulado de la Norma. Solo se enuncian en el citado artículo 

15, consagrado a establecer el catálogo de servicios, pero no se conceptúan, como si se hace 

con el resto de servicios, a partir del artículo 21 y siguientes.   

Hay que pasar al plano del desarrollo reglamentario de la Ley, para encontrar una 

aproximación a la noción de estos Servicios. En concreto,  el Real Decreto 727/2007, de 8 

de junio, sobre criterios para determinar las intensidades de protección de los servicios y la 

cuantía de las prestaciones económicas de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 

Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 

dependencia. En este texto reglamentario, se dedica un artículo, el 6, a determinar la 

intensidad del servicio de promoción de la autonomía personal, en el que se dice:  

“1. Los servicios de promoción de la autonomía personal tienen por finalidad 

desarrollar y mantener la capacidad personal de controlar, afrontar y tomar 

decisiones acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias y 

facilitar la ejecución de las actividades básicas de la vida diaria.  

2. Son servicios de promoción para la autonomía personal los de asesoramiento, 

orientación, asistencia y formación en tecnologías de apoyo y adaptaciones que 

contribuyan a facilitar la realización de las actividades de la vida diaria, los de 

habilitación, los de terapia ocupacional, así como cualesquiera otros programas de 

intervención que se establezcan con la misma finalidad. 

3. La intensidad de este servicio se adecuará a las necesidades personales de 

promoción de la autonomía, a la infraestructura de los recursos existentes y a las 

normas que se establezcan por las correspondientes Comunidades Autónomas o 

Administración que, en su caso, tenga la competencia.” 

 

Por su parte, en el ámbito de gestión de la Administración General del Estado, que se 

circunscribe a las ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, se aplica la Orden 

TAS/2455/2007, de 7 de agosto, por la que se dictan normas para la aplicación y desarrollo 

en el año 2007, de los Reales Decretos que desarrollan la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
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de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de 

dependencia, en las Ciudades de Ceuta y de Melilla. Esta disposición, bien que limitada 

territorialmente, tiene cierta relevancia, por cuanto puede suponer un referente para 

posteriores desarrollos autonómicos de los servicios de promoción de la autonomía 

personal. En concreto, el artículo 8, dedicado a los servicios de promoción de la autonomía 

personal, los conceptúa así: 

“1. Los servicios de promoción de la autonomía personal tienen por finalidad 

desarrollar y mantener la capacidad personal de controlar, afrontar y tomar 

decisiones acerca de cómo vivir de acuerdo con las normas y preferencias propias y 

facilitar la ejecución de las actividades 

básicas de la vida diaria.  

2. En lo que se refiere a personas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, 

en relación a otros apoyos para su autonomía personal, los servicios de promoción 

de la autonomía personal incluirán, el fomento de habilidades sociales, ocio 

participativo y facilitación de la integración en el proceso ocupacional-laboral.” 

 

Propuesta de regulación legal 

La ausencia de noción legal de estos Servicios, puede estar incidiendo en su despliegue 

efectivo como prestación sustantiva y con identidad propia del Sistema. Con vistas al 

proceso de evaluación y revisión de la Ley y del Sistema que hay que acometer en el año 

2010 (apartado 3 de la Disposición final primera de la Ley), desde el sector social de la 

discapacidad se propone una noción de estos Servicios, que debería ser recogida en un 

artículo específico (podría ser el 22, pasando el actual a 23 y renumerándose el resto). La 

redacción que se sugiere es la que sigue:   

 

“El Servicio de Promoción de la Autonomía Personal es un servicio social especializado 

que tiene por finalidad disponer y ordenar los recursos, apoyos y asistencias de toda índole 

que contribuyan eficazmente a incrementar hasta el máximo grado posible la autonomía y 

la vida independiente de las personas en situación de dependencia o necesidades de apoyo 

para su autodeterminación”. 

 


